

Honorable Cámara de Diputados

Provincia de Buenos Aires

PROYECTO DE LEY

El Senado y la Cámara de Diputados sancionan con fuerza de

LEY
Artículo 1: Modifícase el artículo 27º de la Ley 12.008, y sus modificatorias, el que quedará redactado de la siguiente manera: 

“ESTRUCTURA Y FORMALIDADES

Artículo 27.- La demanda será presentada por escrito y contendrá:

1.      El nombre y apellido, domicilio real o legal según corresponda, domicilio especial constituido y demás condiciones personales del demandante.

2.      El nombre y apellido, domicilio y demás condiciones personales del demandado.

3.      La individualización y contenido de la actuación u omisión administrativa que configura el caso, precisando los motivos por los que se considera lesionado, afectado o desconocido el derecho o interés jurídicamente tutelado del demandante.

4.      La relación metódica y explicada de las circunstancias del caso, con especial referencia a los hechos en que se funde la pretensión, expuestos en modo conciso y claro. 

5.      El derecho en que se funda la pretensión, expuesto sucintamente.

6.      La justificación de la competencia del juzgado. 

7.      El ofrecimiento pormenorizado de toda la prueba cuya producción se propone en el proceso. 

El objeto y alcance de la pretensión, expuestos con claridad y precisión. Deberá fijarse el monto reclamado, salvo cuando a la actora no le fuere posible determinarlo al promover la demanda, por las circunstancias del caso o porque la estimación dependiera de elementos no establecidos definitivamente al momento de la pretensión y la promoción de la demanda fuese imprescindible para evitar la prescripción de la acción. En tales supuestos no procederá la excepción de defecto legal. La sentencia determinará, en su caso, el monto que resulte de las pruebas producidas.”

Artículo 2: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS

 
       El presente proyecto tiene como objeto completar la nueva legislación en la materia contencioso administrativa, que se ha dictado –finalmente- luego de haberse previsto en la modificación de la Constitución Provincial de 1994.

 
     En efecto, dada la práctica tribunalicia y los distintos enfoques que se han dado a la materia en el comienzo del nuevo fuero, han demostrado que el articulado del tan debatido Código Procesal en lo Contencioso Administrativo debe ser completado, de acuerdo a supuestos no previstos por el legislador, y que .-como expresáramos- surgen de la práctica cotidiana del derecho frente a sus estrados.

 
     Se trata esta de una reforma para completar las excepciones a los requisitos que debe tener el escrito de interposición de la demanda. 

 
     Tal como reza el propio artículo que aquí se busca reformar, se debe fijar el monto reclamado en la demanda, salvo cuando a la actora no le fuera posible determinarlo al promover la misma, por las circunstancias del caso o porque la estimación dependiera de elementos no establecidos definitivamente al momento de la pretensión. Culmina el artículo estableciendo que en estos casos no procederá la excepción de defecto legal.

 
      Lo que no preveía el Código ritual de la materia administrativa, lo prescribe expresamente el Código Procesal en lo Civil y Comercial de la Provincia, que prevé en su artículo 330 el agregado que aquí se proyecta, en cuanto la demanda incoada a los fines de la interrupción de la prescripción liberatoria.

 
     No debemos soslayar que el dictado de la ley adjetiva contencioso administrativa incluyó una serie de pretensiones en su art. 12, las que reemplazaron el viejo sistema de “juicio al acto”, que suponía el recorrido de la instancia judicial como mera instancia anulatoria de los pronunciamientos de la administración. En cambio, el nuevo sistema abrió un abanico de posibilidades, y en esa apertura descansa la necesidad de esta ley. 

 
     Cuando, por ejemplo se trata de la pretensión resarcitoria, incoada en forma autónoma, tal como está prevista en el inc. 3º del art. 12 de la ley 12.008 y sus modificaciones, se ve con claridad que aquellos supuestos que persiguen el cobro de los cargos patrimoniales formulados por la Administración contra agentes que fueron sancionados a través de sumarios administrativos y que con sus conductas provocaron un perjuicio económico al fisco, deben ser iniciados en la instancia judicial Contencioso Administrativa correspondiente. Pero en ocasiones el reclamo dichas sumas están supeditadas al recupero contra terceros, o depende de liquidaciones complejas, no contándose al momento de la prescripción de la acción con el monto exacto del perjuicio, pero sí con la necesidad de dejar expedita la vía e interrumpir el progreso de la prescripción liberatoria.

 
      En esos casos, las previsiones contenidas en el Código ritual de la materia Civil y Comercial dan la solución correcta permitiendo la interposición de la demanda al solo efecto interruptivo, dejando para una oportunidad procesal posterior la determinación del monto reclamado, en cuyo caso se completa la misma procediéndose al traslado respectivo.

 
      En tal sentido, tanto la doctrina como la jurisprudencia, son contestes en permitir la demanda al efecto interruptivo: la Cámara Nacional Civil en pleno en octubre de 1998 ha decidido en autos “Arboyan c. Transporte Patricios S.R.L. y Otros”, por mayoría que a los fines de interrumpir la prescripción liberatoria, basta solamente con la designación del demandado, la mención del hecho dañoso y manifestar claramente la voluntad de mantener vivo el derecho. Por el contrario, cuando se tratare de una demanda como pieza constitutiva de la litis, cuadra exigir el cumplimiento de la totalidad de los requisitos. Luego, cuando el accionante integra la demanda, es porque se halla en condiciones de determinar la cuantía definitiva del reclamo. En cuanto a los autores, concuerdan con esta postura Borda, Llambías, Cazeaux y Trigo Represas; Salvat, Salas y otros.

 
    Finalmente, considero que la legislación, sobre todo la reciente, debe ser dinámica y adaptarse a las necesidades de la práctica cotidiana del derecho, atendiendo y cubriendo aquellos aspectos no contemplados por el legislador primigenio. De esa forma estaremos dando respuestas genuinas como legisladores, en la búsqueda de la legalidad y rubricando los principios que guiaron la creación del fuero administrativo y la sanción de  su código adjetivo.

Por todo lo expuesto es que solicito a los Señores Legisladores, apoyen con su voto el presente proyecto de Ley.
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